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nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, dando traslado al Banco de Alicante
S.A. del convenio, como único acreedor posterior al crédito que se ejecuta
y que figuraba en la certificación de cargas, no oponiéndose al mismo.
Que tales consideraciones son recogidas en la última calificación del Regis-
trador. Que hay que hay que resaltar que en la certificación de cargas
remitida en su día al Juzgado por el Registrador a petición de aquel, tan
solo consta como acreedor posterior el Banco de Alicante S.A., como bien
certifica el fedatario judicial. Que el Ayuntamiento de Elda cuando anota
el embargo letra E, con fecha 30 de noviembre de 1999, ya conocía o
pudo conocer la expedición de cargas para el procedimiento 152/99, el
cual pudo personarse en tales actuaciones, a fin de hacer valer sus derechos
si le hubiere convenido, quedando a salvo, en todo caso, los derechos
de los terceros registrales. Que toda nota marginal tiene veracidad noti-
ficadora del procedimiento para todos aquellos que con posterioridad ins-
criban o anoten su derecho (Resoluciones de 20 de enero de 1960, 23
de abril de 1969 y 13 de abril de 1982 y Sentencias del Tribunal Supremo
de 22 de abril de 1987 y 10 de junio de 1991). 3. Que tales consideraciones
ayudan a resolver las dos consideraciones planteadas por el Registrador
en su primer apartado. Que es evidente que para el Juzgador en la instancia
se ha dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 640.3 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil y así lo concreta en su resolución. Que lo anterior
conduce a determinar si se ha causado perjuicio a tercero, circunstancia
que no se expresa en la calificación del Registrador, pero que podría estar
en su mente. En consecuencia, el Juzgador en la instancia ha obrado con
la corrección que exige nuestro derecho, siendo suficiente la no oposición
del Banco de Alicante, S.A. 4. Que el Ayuntamiento de Elda, como acreedor
posterior, no constaba en la certificación de cargas emitida por el Regis-
trador a instancias del Juzgado, teniendo aquel conocimiento del proceso
por la nota marginal, y se considera que es el Registrador el que tenía
que haber comunicado al Juzgado, a fin de que tuviera conocimiento de
que con posterioridad a la certificación de cargas se ha anotado un embargo.
Que como fundamentos de derecho cabe citar los artículos 640.3, 642.2,
656, 674 y Disposición Final novena, apartado 1.o de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, 132-2.o y 135 de la Ley Hipotecaria y 193 del Reglamento
Hipotecario.

IV

El Registrador de la Propiedad informó: Que en este caso se trata
de la inscripción de un auto en el que se aprueba el convenio celebrado
entre el deudor-ejecutado y su acreedor por el que el recurrente adquiere
una finca hipotecada, habiéndose dado traslado de dicho convenio a un
anotante posterior y resultando del Registro la existencia de otro anotante
posterior a la certificación que se expidió para el procedimiento y que
ni tan siquiera ha sido notificado del convenio no resulta la existencia
de sobrante alguno por lo que se ordena la cancelación de las cargas
posteriores a la hipoteca ejecutada. Que la solución al caso viene dada
por la interpretación que se haga del artículo 640, párrafo 2.o, n.o 3 de
la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil. Que se debe decidir si la expresión
«conformidad» de dicho precepto exige un asentimiento expreso o basta
con no oponerse y si la frase «acreedores y terceros poseedores que hubie-
ran inscrito o anotado sus derechos en el Registro correspondiente con
posterioridad al gravamen que se ejecuta», se refiere a todos ellos o sólo
a los que estuvieran incluidos en la certificación de cargas. Que la posi-
bilidad de existencia de convenios que sustituyan a la subasta pública
es una novedad introducida en la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil,
que no hace más que reconocer el principio general de libertad de con-
tratación que establece el artículo 1255 del Código Civil. Que la palabra
«conformidad» según el Diccionario, es una de sus acepciones, es la adhe-
sión total de una persona a otra. Que, por ello se entiende que no basta
con la notificación de que existe un convenio entre el demandante y el
ejecutado y la pasividad del tercero para entender que presta su con-
formidad, ésta debe ser expresa. Que a esta misma conclusión nos lleva
el artículo 83 de la Ley Hipotecaria, que exige una actividad positiva,
no basta con no oponerse. Que se considera que deben prestar su con-
formidad todos los anotantes. El anotante posterior puede optar o por
pagar o esperar a que el bien se realice y cobrarse con el sobrante. Nada
sabe de convenios entre las partes y menos en este caso en que la anotación
es anterior a la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Que si se admi-
tiera la tesis del recurrente, el anotante se encontraría con la desagradable
sorpresa de ver cancelada su anotación sin saber si el valor de la finca
era o no suficiente para cubrir su crédito pues el bien ha sido realizado
por un convenio entre partes en que han fijado el precio a su arbitrio,
sin la objetividad que produce una subasta pública. Que, por tanto, se
ha causado perjuicio a tercero; a los acreedores posteriores que se han
quedado sin su garantía sobre la finca, perjuicio no sólo hipotético sino

que por las circunstancias que concurren con posterioridad a la adju-
dicación parece bastante posible que la nota recurrida contiene un segundo
defecto contra el que nada aduce el recurrente pero al que no se allana.
Dicho defecto proviene de la dicción literal del artículo 133 de la Ley
Hipotecaria.

Fundamentos de Derecho

Vistos el artículo 24 de la Constitución Española; 1, 20, 40, 82 y 326
de la Ley Hipotecaria; 640 y 674-2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

1. Dada la concreción del recurso gubernativo a las cuestiones plan-
teadas por la nota de calificación que sean objeto de impugnación, sin
tener en cuenta datos o documentos no tenidos a la vista por el Registrador
al tiempo de formularla (cfr. art. 326 de la Ley Hipotecaria), la única
que ahora debe ser decidida es la de si para la cancelación de cargas
posteriores recayentes sobre el bien ejecutado con posterioridad a la que
fue objeto de ejecución, se precisa el consentimiento de los titulares res-
pectivos, habida cuenta que la enajenación del bien fue realizada por adju-
dicación directa del mismo a la persona que designó el deudor y por la
cantidad que este y el actor habían convenido previamente, al amparo
del art. 640 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin que mediara la con-
formidad de los titulares de dichas cargas posteriores.

2. El evidente interés de los titulares de cargas posteriores en la rea-
lización del bien a ejecutar y, en especial, en la obtención del mejor precio
en su remate, dada la afección del remanente que resulte después de pagar
al actor, a la satisfacción de sus derechos, determina la necesaria con-
formidad de los mismos a los convenios que permitan prescindir de la
subasta publica como modo objetivo de realización forzosa de los bienes
(cfr. art. 640-3 párrafo segundo de la Ley de Enjuiciamiento Civil), y, en
consecuencia, la omisión de dicha conformidad impedirá la cancelación
de los asientos registrales de sus respectivos derechos en tanto no medie
su conformidad o la correspondiente resolución judicial recaída en juicio
declarativo entablado contra ellos. Tal es la regla general que en sede
de cancelación rige en nuestro sistema registral (cfr. arts. 1, 40 y 82 de
la Ley Hipotecaria), y a ella que hay que acudir en el presente caso, por
cuanto el mandamiento cancelatorio emanado del procedimiento seguido
solo puede el tener alcance cancelatorio previsto en el art. 674-2 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando en dicho procedimiento se hayan
observado los trámites sustanciales previstos en protección de los legítimos
intereses de los titulares de derechos que habrán de extinguirse cuando
aquel concluya; lo contrario supondría una vulneración flagrante del prin-
cipio de protección constitucional de los derechos e intereses legítimos
(cfr. art. 24 de la Constitución Española), que tiene su reflejo registral
en el de tracto sucesivo (cfr. art. 20 de la Ley Hipotecaria), cuyo cum-
plimiento habrá de ser calificado por el Registrador, a fin de evitar, en
el propio Registro, las consecuencias de la indefensión procesal de los
titulares inscritos.

Por todo ello, esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso
y confirmar la nota impugnada.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 19 de septiembre de 2003.—La Directora General, Ana
López-Monís Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad de Elda.

19130 RESOLUCIÓN de 20 de septiembre de 2003, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por don José-Ignacio Muzquiz y
Vicente-Arche y doña Elia Cobián Tarapiella, contra la
negativa del Registrador de la Propiedad de Madrid n.o 37,
don Carlos Medina Font, a inscribir una escritura de par-
tición de herencia.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Letrado, D. José-Ignacio
Muzquiz y Vicente-Arche, en su propio nombre, como Albacea Contador-Par-
tidor y en nombre de D.a Elia Cobián Tarapiella, contra la negativa del
Registrador de la Propiedad de Madrid n.o 37, D. Carlos Medina Font,
a inscribir una escritura de partición de herencia.
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Hechos

I

El 19 de enero de 2001 ante D. José-Luis Núñez Lagos Reglá, Notario
de El Escorial, D. José-Ignacio Muzquiz y Vicente-Arche, D.a Elia C.T.y
D.a Elia C. C. otorgaron escritura de partición de la herencia de D.a Amalia
T. G., interviniendo el primero en su calidad de Albacea, Contador-Partidor,
nombrado en testamento por la causante, y las otras dos en su propio
nombre y derecho. La causante otorgó testamento abierto en Madrid el 29
de noviembre de 1983, donde dispuso lo siguiente: ... Segunda.—Lega a
su hijo D. Jaime C. T., una novena parte de todo su patrimonio, en pleno
dominio, imputable al tercio de legítima estricta y en pago de cuantos
derechos pretenden en la herencia de la testadora. Tercera.—Instituye here-
deras por partes iguales a sus dos hijas D.a María-Luz y D.a Elia C. T.
Cuarta.—En defecto del legatario designado en la cláusula segunda y las
herederas instituidas en la tercera, se entenderán llamados sus respectivos
descendientes como sustitutos vulgares.

II

Presentada copia de la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
de Madrid n.o 37, fue calificada con la siguiente nota: «Suspendida la ins-
cripción solicitada porque: 1) al pertenecer la finca registral 13.329, Casa
en Buenavista n.o 87, a Doña Elia C. T. y a la causante Doña Amalia
T. G. en diferente proporción, la adjudicación a los herederos de pisos
o locales en su totalidad supone la disolución de un condominio ordinario
que sólo puede realizarse por los titulares dominicales y no por el con-
tador-partidor, cargo que tiene sus facultades limitadas a lo estrictamente
particional, de acuerdo con los artículos 400 y 1057 del Código Civil, entre
otros. 2) porque prescindiendo de la calificación de dicho bien como reser-
vable o no, con arreglo al artículo 265 del Reglamento Hipotecario que
la legítima que corresponde a los tres nietos Doña Elia y Doña Marta
C. C. y Don Carlos C. C., no es la novena parte del caudal hereditario,
como se recoge en el testamento, sino una sexta parte del total caudal
al haber premuerto a la testadora su hija Doña María Luz, soltera y sin
descendencia, todo ello de acuerdo con el artículo 813 del Código Civil.
No se ha tomado anotación preventiva de suspensión por no haberse soli-
citado. Contra esta nota de calificación se puede interponer recurso ante
la Dirección General de los Registros y del Notariado, dentro del plazo
de un mes de su notificación, conforme a lo establecido en los artículos 324
y siguientes de la Ley Hipotecaria. Madrid, a 9 de septiembre de 2.002.—El
Registrador. Firma Ilegible».

III

D. José-Ignacio Muzquiz y Vicente-Arche, en su propio nombre como
Albacea, Contador-Partidor en la herencia de D.a Amalia T. G. y en repre-
sentación de D.a Elia C. T., interpuso recurso gubernativo contra la anterior
calificación, y alegó: 1. Que por lo que respecta al primero de los defectos
señalados, deja vacío todo el contenido de la figura del contador partidor
testamentario contemplado en el artículo 1.057 del Código Civil. Que como
se ha venido estableciendo tanto por la doctrina como por la jurisprudencia,
las operaciones particionales no necesitan la aprobación de los herederos
(cfr. Resolución de 24 de marzo de 2001). Que la ley no ve con buenos
ojos la situación de condominio y permite a cualquiera de los condominios
pedir la división. En este sentido la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Alicante de 18 de febrero de 202, haciendo mención de la Sentencia
del Tribunal Supremo de 4 de abril de 1997. En similar sentido la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de 1 de marzo de 2001.
Que tal facultad y casi obligación de contador partidor, le viene atribuido
por la propia lógica y finalidad de la figura, como señala la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Ciudad Real de 31 de enero de 1994. Que
el fin práctico perseguido con el nombramiento del contador partidor es
precisamente partir la herencia. Que no se está de acuerdo con el segundo
defecto de la nota de calificación. Que el Albacea contador partidor tiene
como misión el cumplimiento del testamento del causante que lo nombre,
y en el testamento D.a Amalia lega a su hijo D. Jaime, una novena parte
de la herencia, nombrando a sus herederos como sustitutos vulgares. Como
señala la Resolución de 27 de diciembre de 1982 los contadores partidores
tienen amplias facultades para partir la herencia sin necesidad de contar
con los herederos, pero tiene que atenerse estrictamente a lo establecido
en el testamento. Así también hay que citar la Sentencia del Tribunal
Supremo de 18 de mayo de 1933 y en el mismo sentido la Resolución
de 18 de diciembre de 1951. Por otro lado, las particiones realizadas por
los contadores partidores deben ser inscritas, pues causan en estado de
derecho mientras no sean impugnadas ante los Tribunales (Resoluciones

de 29 de abril de 1913 y 27 de diciembre de 1982). Que reiteran esta
posición las Resoluciones de 24 de marzo y 13 de septiembre de 2002.
Que, en cualquier caso, el derecho a acrecer corresponde entre herederos
o entre legatarios, pero nunca de un heredero a un legatario o de un
legatario a un heredero (Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de noviem-
bre de 1990). En relación a lo señalado por el Registrador que hace refe-
rencia a la posible calificación de reservable del bien inscribible, como
quiera que no lo establece como defecto, no se impugna dicha calificación.
Que, en conclusión, el albacea contador partidor debe cumplir el mandato
del testador con sujeción estricta a lo manifestado por éste en el testamento;
y en uso del poder que le confiere podrá realizar cualquier acto que sea
necesario para dicho cumplimiento, incluida la división horizontal para
la adquisición concreta de los bienes. Que a dichos razonamientos son
de aplicación los siguientes fundamentos de derecho: 1. En cuanto al pri-
mer defecto.—Resoluciones de 27 de diciembre de 1982, 18 de diciembre
de 1951, Sentencia de 18 de febrero de 2002 de la Audiencia Provincial
de Alicante, Sentencia de 1 de marzo de 2001 del Tribunal Superior de
Justicia de Navarra y Sentencia de 31 de enero de 1999 de la Audiencia
Provincial de Ciudad Real. 2. En lo relativo al segundo defecto.—Reso-
luciones de 13 de septiembre y 24 de marzo de 2001 y 29 de abril de 1913.

IV

El Notario autorizante de la escritura informó: 1. Que es de observar
en la calificación registral, una contradicción entre los argumentos en
que se apoyan los dos defectos alegados, porque si el Contador partidor
no tiene facultades para dividir la cosa común malamente las va a tener
para modificar la literalidad del testamento en el que expresamente se
asigna a los nietos de la testadora una novena parte de la herencia, sus-
tituyéndola por una sexta. En definitiva si se sostiene el primero de los
defectos, cabe, por sí solo el segundo y viceversa. 2. Que en cuanto al
primero de los defectos, cuando el artículo 1057 del Código Civil ciñe
la actuación del contador partidor a la simple facultad de hacer la partición,
le está facultando para hacerla, y no le establece más limitación para
partir que la derivada del artículo 1061 del Código Civil, y eso es lo que
en este caso hace, practicar la división horizontal el edificio para poder
hacer los lotes y cumplir con el precepto. Que hay que señalar lo que
dicen las Resoluciones de 10 de enero de 1903, 23 de julio de 1925, 6
de abril de 1962, y a «sensu contrario» cuando el bien es divisible, como
en el caso, parece innegable no sólo la facultad, sino la obligación de
proceder como se hizo, evitando crear un proindiviso que supondría no
hacer la partición incumpliendo el mandato de la testadora. En cuanto
al obstáculo que supone el artículo 400 del Código Civil, porque si el
comisario no es propietario es su representante «post mortem». Que no
parece que el acto de división de la cosa común sea personalísimo y no
admite la representación. 3. Que en cuanto al segundo de los defectos
alegados, es doctrina jurisprudencial constante y también del Centro Direc-
tivo que el contador-partidor debe ceñirse estrictamente a lo dispuesto
en el testamento; por tanto, el Registrador no puede constituirse en garante
de los derechos de los legitimarios, exigiendo que el comisario corrija
la literalidad del testamento, aumentando dichos derechos. Son dichos
legitimarios los que pueden interponer la correspondiente demanda de
complemento de legítima, solicitando la rectificación de los asientos regis-
trales. Que se corrobora la doctrina jurisprudencial aportada por el
recurrente. Que por lo alegado se estima correcta la actuación del contador
partidor y el documento que protocoliza la partición.

V

El Registrador de la Propiedad informó: Que el problema del presente
recurso está en determinar si constituida la totalidad de la finca en régimen
de propiedad horizontal puede el contador partidor adjudicar elementos
independientes en su totalidad a los herederos. Que se entiende que no.
Que si haber atribuido la testadora facultades en particular al Contador-Par-
tidor, éste sólo tendrá las facultades que el Código Civil le atribuye, es
decir, la simple facultad de hacer la partición (artículo 1057 del Código
Civil). Que son dos las comunidades que se pueden contemplar, la here-
ditaria en cuanto a los bienes que la causante dejó a su fallecimiento
y otra totalmente distinta que es la que se genera entre los legatarios
y herederos y D.a Elia C. T., dueña privativamente de la otra participación
de la finca registral 13.229. Que se designa al Contador-Partidor para que
haga la partición de los bienes hereditarios y extinga dicha comunidad
mediante la adjudicación de dichos bienes. Ello no supone que tenga ade-
más facultades para dividir la copropiedad ordinaria que surge después,
ni cabe suponer que la voluntad de la testadora fuera atribuirle dicha
facultad, ni que tal fuera su deseo. Que constituida la finca en propiedad
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horizontal, la comunidad hereditaria como tal se extinguirá cuando el con-
tador partidor adjudique mediante la partición de la herencia los bienes
hereditarios; pero sólo los bienes hereditarios, es decir sólo la participación
que pertenece a la causante. Este es el criterio que se deduce de las Reso-
luciones de 19 de marzo de 1986 y 20 de septiembre de 1988. Que lo
contrario obligaría a entender incluido en la partición bienes que per-
tenecían al testador. En este sentido las Sentencias del Tribunal Supremo
de 29 de mayo de 1965 y 29 de marzo de 1968. Que la adjudicación de
los pisos o locales en su totalidad a los herederos sólo se conseguiría
disolviendo el condominio entre todos los titulares y siendo el título el
de disolución de condominio. Para ello tienen que ser copropietarios todos.
Que adjudicados los bienes hereditarios ha finalizado la misión propio
del contador partidor no pudiendo entenderse prorrogada más allá hasta
la liquidación del condominio. En este punto hay que destacar las Reso-
luciones de 19 de marzo de 1986 y 10 de enero de 1903. Que en cuanto
al segundo defecto no se trata de un problema de «quantum» sino un
problema de facultades. Que conforme a lo dispuesto en los artículos 1056,
813 y 806, si la legítima estricta es intocable para el propio testador,
mal tendrá el contador partidor la facultad de hacerlo, adjudicándoles
a los legitimarios menos cantidad so pretexto de que sólo había legado
al hijo una novena parte del caudal hereditario y ésta es la voluntad de
la testadora. En la legítima se sucede no por voluntad del causante sino
por voluntad de la ley y la interpretación de lo que en su día dijo el
testador o la testadora debe hacerse en armonía con el mandato legal.
Que lo contrario supondría admitir la partición con un vicio conocido
y querido desde el mismo nacimiento de la misma, contrario al fin per-
seguido por la ley a la propia institución del contador partidor, nacida
para evitar problemas y no para crearlos. Que admitir la cuantía de la
legítima de una novena parte porque así lo ordena el testador, sería admitir
un supuesto de desheredación parcial y por causa no recogida por la
ley, a todas luces contrario a la misma.

Fundamentos de Derecho

Vistos: artículos 397, 399, 763, 815, 817, 902, 1051 y siguientes, 1057,
1068 y 1075 del Código Civil, 18 de la Ley Hipotecaria y Sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de octubre de 2002.

1. Se debate en el presente recurso sobre la inscripción de una par-
tición efectuada por albacea contador-partidor, en la que concurren las
siguientes características:

Al tiempo de otorgar su testamento, el causante tenía tres hijos, legando
a uno de ellos, el varón, «una novena parte de todo su patrimonio, en
pleno dominio, imputable al tercio de legitima estricta y en pago de cuantos
derechos pudiera pretender en la herencia de la testadora»; e instituyendo
herederos por partes iguales a sus otras dos hijas.

Premurieron a la testadora dos de sus hijos, uno de ellos, el varón
que dejo a su vez tres hijos, mientras que la otra hija premuerta lo hizo
en estado de soltera y sin descendientes.

El contador, después de inventariar los bienes relictos, realiza con
un tercero, cotitular con la causante de determinada finca, la disolución
de dicha comunidad mediante la constitución de esa finca en régimen
de propiedad horizontal y reparto de los pisos resultantes; y a continuación
procede a la adjudicación de los bienes, atribuyendo a la estirpe del hijo
premuerto bienes valorados en 1/9 del valor total del caudal.

2. Comenzando por el segundo de los defectos, es evidente que la
partición de la herencia por el comisario no solo tiene que ajustarse a
la voluntad del testador sino también a las superiores disposiciones legales
de carácter imperativo, a las que el propio testador quedaba sujeto, como
son las relativas al respeto de las legítimas; y ello aun cuando sean cir-
cunstancias posteriores al otorgamiento del testamento las que determinen
que su contenido resulte parcialmente contrario a esas normas imperativas.
En tal caso, el contador deberá efectuar la partición ajustándose al tes-
tamento en la medida en que este resulte respetuoso con las disposiciones
legales imperativas que han de regir la sucesión; se evitará así que la
partición resulte viciada y no pueda acceder al Registro de la Propiedad
(cfr. arts. 763, 815, 817, 1068 del Código Civil y 18 de la Ley Hipotecaria,
así como la sentencia del Tribunal Supremo del 22 de octubre de 2002).
Y sin que quepa alegar ahora la doctrina del artículo 1075 del Código
Civil, de que la partición del comisario debe reputarse valida mientras
no sea impugnada, pues, en primer lugar, dicho precepto se produce a
propósito del conflicto entre normas dispositivas y normas particionales
contenidas en el testamento; y en segundo lugar, aquella doctrina pretende
evitar que discrepancias sobre valoraciones impidan la eficacia inmediata
de la partición, pero no puede llevarse al extremo de imponer el reco-
nocimiento registral de la validez y eficacia de una partición que expre-

samente atribuye a los legitimarios una porción hereditaria inferior a la
legitima que por ley le corresponde.

3. También el primero de los defectos debe ser confirmado; las facul-
tades legales del albacea contador partidor no rebasan la esfera interna
de velar por el cumplimiento del testamento, entregar legados y partir
el caudal relicto entre los interesados (cfr. art. 902 y 1057 del Código
Civil); por tanto, queda fuera de su ámbito una actuación con terceros
como es la división de la cosa común en la que la causante tenía una
cuota indivisa; es ésta una competencia de quien tiene el poder de dis-
posición sobre los bienes (cfr. arts. 397, 399 y 1051 y siguientes del Código
Civil) o, en su caso, de quien ostente la representación legal de la herencia,
representación que en modo alguno va inherente al cargo del albacea al
que no se le atribuyen mas facultades que las legales, ni al contador desig-
nado solo para efectuar la partición de los bienes.

Esta Dirección General ha acordado de desestimar el recurso y con-
firmar la nota impugnada.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 20 de septiembre de 2003.—La Directora General, Ana
López-Monís Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad de Madrid, 37.

19131 RESOLUCIÓN de 22 de septiembre de 2003, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por el Notario de Arucas, don José
Antonio Riera Alvarez, contra la negativa de la Registra-
dora de la Propiedad número dos de Telde, doña
María-Cristina Casado Portilla, a inscribir una declara-
ción de obra nueva en construcción.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Arucas, D.
José Antonio Riera Álvarez, contra la negativa de la Registradora de la
Propiedad, número dos de Telde, D.a María Cristina Casado Portilla, a
inscribir una declaración de obra nueva en construcción.

Hechos

I

Por escritura autorizada ante el Notario de Arucas, D. José Antonio
Riera Álvarez, número 1.372 de protocolo, de fecha 27 de Julio de 2002,
los cónyuges D. Francisco-José B. R. y D.a Andrea P. S., procedieron a
declarar la obra nueva en construcción realizada sobre la finca registral
19.401 del Registro de la Propiedad número dos de Telde.

Las circunstancias de la escritura constan especificadas en el Fun-
damento de Derecho 1 de esta resolución.

II

Presentada la anterior escritura en el Registrador de la Propiedad,
número dos de Telde, fue calificada con la siguiente nota: «Calificado el
precedente documento, que lo es de Declaración de Obra Nueva en Cons-
trucción, presentado en este Registro bajo el número de asiento 167 del
Diario 74, en unión de Licencia de obras autorizada por el Ayuntamiento
de Ingenio con fecha 14 de mayo de 2002, el cual fue notificado como
defectuoso con fecha 04 de diciembre de 2.002, retirándose para subsanar
defectos el día 11 de diciembre de 2002, devolviéndose el 23 de Enero
de 2003, y habiéndose prorrogado automáticamente la vigencia del referido
asiento, por 60 días más, hasta el 18/02/03 —inclusive—; se suspende la
inscripción solicitada por adolecer de el/los siguiente/s defecto/s, que se
califica/n como subsanable/s: La licencia de Obra que se acompaña no
autoriza la construcción de edificación alguna en la cubierta o azotea.
(arts. 46 y 52 R.D. 1093/97, de 4 de Jul.).—No se ha tomado anotación
preventiva de suspensión por no haber sido solicitada. Esta nota, puede
ser recurrida en el plazo de un mes, desde su notificación, ante este Registro
para la D.G.R.N., de acuerdo con lo previsto en los artículos 322 y siguientes
de la Ley Hipotecaria y concordantes con su Reglamento. Telde, 27 de
enero de 2003. La Registradora. Fdo.: Cristina Casado Portilla.»


